	
	
	


Proceso Ordinario Laboral 

Radicado: 66001-31-05-001-2022-00144-01
Ana Cristina Corrales Puerta vs Porvenir S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SEGURIDAD SOCIAL / PENSIONES / PENSIÓN DE INVALIDEZ / CAPACIDAD RESIDUAL / ENFERMEDAD CONGÉNITA 

PENSIÓN DE INVALIDEZ – Cómputo del número de semanas mínimas para pensión de invalidez derivada de enfermedades congénitas.
… Sin embargo, ha admitido la tesis expuesta por su homóloga Constitucional en la sentencia SU-588/2016, consistente en que una vez la administradora pensional verifica la existencia de una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, además de acreditarse la presencia de una densidad notoria de aportes pensionales fruto de la capacidad laboral residual, sin el propósito de defraudar al sistema general de pensiones, entonces pueden tenerse en cuenta las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración y por ello, la fecha a partir de la cual se realizará el conteo de las semanas requeridas podrá ser: (i) calificación de la invalidez, (ii) la última cotización efectuada o (iii) de la solicitud del reconocimiento pensional, todo ello para verificar el cumplimiento de la densidad de cotizaciones que demanda el artículo 1º de la Ley 860/2003
. … Conviene precisar que, tratándose de enfermedades congénitas, la jurisprudencia no habilita la modificación del día de edificación de la minusvalía que haya sido definido por la autoridad médica competente. Tan sólo se le permite al funcionario judicial efectuar un análisis específico teniendo en cuenta las particularidades del caso concreto, con el fin de determinar el momento desde el cual deberá realizarse el conteo de las semanas legalmente exigidas
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Magistrada Sustanciadora
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Asunto.


Apelación de sentencia 
Proceso.


Ordinario laboral
Radicación Nro. :

66001-31-05-001-2022-00144-01 
Demandante: 

Ana Cristina Corrales Puerta
Demandada: 
Porvenir S.A.
Juzgado de Origen:

Primero Laboral del Circuito de Pereira 
Tema a Tratar:   
PENSIÓN DE INVÁLIDEZ – REQUISITOS CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES CRÓNICAS, DEGENERATIVAS O CONGENITAS – CAPACIDAD LABORAL RESIDUAL – 
Pereira, Risaralda, veintisiete (27) de marzo de dos mil veinticinco (2025)
Acta de discusión No. 042 del 21-03-2025.
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a proferir sentencia con el propósito de resolver el recurso de apelación de la sentencia proferida el 09 de agosto de 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Cristina Corrales Puerta contra Porvenir S.A.
ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación
Ana Cristina Corrales Puerta pretende que se declare que tiene una pérdida de capacidad laboral superior al 50%, estructurada a partir del 27 de julio de 2017, cuando quedó imposibilitada físicamente para ejercer laborales de corte y confección o subsidiariamente, el 1° de diciembre de 2018, data en la que fue calificada en primera oportunidad. En consecuencia, que se condene al reconocimiento y pago de su prestación económica por invalidez, a partir del momento en que edificó su discapacidad, dado que reúne las 50 semanas cotizadas en los tres (03) años anteriores, por lo que aspira al pago del retroactivo correspondiente, junto con el pago de intereses moratorios desde el día 1° de diciembre de 2018. 
Fundamenta sus aspiraciones en que: i) nació el 04/01/1991, con diagnóstico de hipoacusia bilateral y déficit neurosensorial congénitos; ii) que se desempeñó como trabajadora del sector de corte y confección, por lo que se afilió al fondo de pensiones Porvenir S.A. desde el 3 de agosto de 2011; iii) que el 24/05/2017 presentó otro tipo de complicaciones de salud como deterioro ocular, dolor de espalda y diabetes mellitus insulinodependiente, que le imposibilitaron continuar en el mercado laboral en su oficio de corte y confección; iv) que en razón a lo anterior, en el mes de junio de 2018, solicitó el subsidio por desempleo ante Comfamiliar Risaralda. 
Así mismo, v) que el día 16 de agosto de 2018 solicitó la calificación de su pérdida de capacidad laboral ante el fondo demandado, a fin de obtener el reconocimiento de la prestación por invalidez; vi) que se le otorgó una disminución del 57.81%, con fecha de estructuración el día 04 de enero de 1991, momento de su nacimiento, desconociendo que las patologías visuales y endocrinas fueron las que realmente la invalidaron para laborar; vii) que tal dictamen fue objeto de censura, siendo confirmado tanto por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda como por su homóloga Nacional; viii) que reúne un total de 333.5 semanas cotizadas al sistema de seguridad social en pensión, desde febrero de 2011 hasta abril de 2018 y ix) que la entidad le negó el reconocimiento pensional.  
Porvenir S.A. al contestar la demanda se opuso a las pretensiones, para lo cual argumentó que la afiliada no cumple con los requisitos legales, en tanto no acreditó la densidad suficiente de semanas cotizadas con anterioridad a la fecha de estructuración. 
Además, que la autoridad competente para determinar la PCL es el asegurador previsional y que el dictamen emitido fue confirmado por la Junta Regional y la Nacional. En todo caso, dado que la invalidez de la demandante se produjo desde su nacimiento, no existe asegurador previsional que garantice el giro de la suma adicional para financiar la prestación. 
2. Síntesis de la sentencia 
El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, con fundamento en que el caso se enmarca en los presupuestos indicados por la Corte Constitucional en Sentencia SU-588 de 2016, declaró como fecha de estructuración del estado de invalidez de la demandante (sic) el día 1° de diciembre de 2018, data en la que le fue calificada su pérdida de capacidad laboral. En consecuencia, ordenó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez a cargo del fondo de pensiones demandado, a partir del 1° de diciembre de 2018, en cuantía equivalente a 1smlmv y en razón de 13 mesadas anuales. Eso sí, declaró la prescripción de las mesadas generadas con anterioridad al 23 de marzo de 2019 y negó el pago de los intereses moratorios y las costas procesales. 
Fundamento la anterior decisión en que a la demandante le fue diagnosticada una PCL del 57.81%, estructurada el día 04/01/1991, que padece una enfermedad congénita desde su nacimiento, esto es, hipoacusia neurosensorial bilateral, que solicitó su calificación el 16 de agosto de 2018 y que el respectivo Dictamen se expidió el 1° de diciembre siguiente. 
Que en consideración a que en esta oportunidad se atienden los presupuestos indicados por la jurisprudencia constitucional, se permite tener en cuenta las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración establecida en el dictamen, a efectos de determinar el cumplimiento de los septenarios exigidos por el art. 1° de la Ley 860 de 2003, siempre y cuando se hayan efectuado con anterioridad a la fecha de calificación del estado de invalidez, a la última cotización efectuada o a la solicitud de reconocimiento pensional. 
Así las cosas, que de la prueba documental aportada, específicamente del récord de cotizaciones, la certificación laboral del empleador y aquella de la Caja de Compensación, en conjunto con la declarativa recaudada, resultó acreditado que la demandante cotizó 339,7 semanas, de las cuales el periodo comprendido entre agosto de 2011 a julio de 2017 correspondió a su vinculación con el empleador Co & Tex S.A.S y el lapso de noviembre de 2017 a abril de 2018 fue aportado en razón al subsidio al desempleo que le fue reconocido por Comfamiliar Risaralda.
Agrega que con lo anterior se logró verificar que las cotizaciones efectuadas por la demandante lo fueron en uso de su capacidad residual y no se trató de un fraude al sistema, pues pese a su patología congénita, la trabajadora logró capacitarse y engancharse al mercado laboral. Eso sí, que fue en el año 2017 cuando su situación de salud se agravó, especialmente en cuanto a su pérdida visual y los comas diabéticos presentados, lo cual no le permitió seguir trabajando, por lo que es viable determinar que la disminución en su capacidad laboral se consolidó a partir del 1° de diciembre de 2018, cuando se profirió el dictamen. 
En tales condiciones, determinó que la solicitante cotizó un total de 111 semanas en el interregno del 1° de diciembre de 2015 al 1° de diciembre de 2018, que corresponde a los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, por lo que le asiste derecho al reconocimiento y pago de la prestación pensional peticionada. Sin embargo, se aplicó el fenómeno prescriptivo a las mesadas causadas con anterioridad al 23 de marzo de 2019, como quiera que la reclamación se presentó el mismo día y mes del año 2022 y la demanda que desató este litigio se interpuso el día 25 de abril de 2023. 
Finalmente, negó lo relacionado con intereses moratorios y la condena en costas, en vista que el reconocimiento del derecho se efectuó con ocasión al desarrollo jurisprudencial en la materia. 
3. Del recurso de apelación 

Inconforme con la decisión, la pasiva presentó recurso de alzada aduciendo que, desde el punto de vista objetivo, teniendo en cuenta que la fecha de estructuración de la enfermedad de la demandante fue en 1991, no cumple con la densidad de 50 semanas cotizadas durante los últimos 3 años anteriores, pues la trabajadora estuvo incapacitada para prestar servicios o tener una relación de trabajo a partir de la fecha de edificación de su disminución, dado que las patologías que la aquejan tienen carácter congénito. 
Agregó que las semanas cotizadas en el periodo 2011 a 2017 no lo fueron en uso de su capacidad residual, en tanto que, dadas sus afectaciones visuales y antecedentes de diabetes, resultaba imposible que lograra atender actividades laborales como operaria de máquina plana por ese periodo. En todo caso, que la declaración de la demandante y su madre resultan confusas.  
4. Alegatos de conclusión

Fueron presentados por ambas partes y coinciden con los temas que serán abordados en la presente decisión.    
CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico
Es pertinente indicar que si bien el escrito de demanda estaba dirigido a que se modificara la fecha de estructuración de la invalidez para data posterior al nacimiento y, en consecuencia, se verificara el cumplimiento de los requisitos establecidos por el art. 1° de la Ley 860 de 2003 para acceder al reconocimiento pensional, a lo que la jueza accedió, ello lo fue bajo las directrices constitucionales de la Sentencia SU 588 de 2016, en el entendido que se trataba de una enfermedad congénita; todo ello con el propósito de efectuar el conteo de las 50 semanas. 
De tal manera que la inconformidad de la parte demandada no radica en la fecha de estructuración, sino en el punto de partida para contabilizar las 50 semanas en tratándose de enfermedades degenerativas.
Visto el recuento anterior, la Sala se plantea el siguiente:
1.1 ¿La demandante causó la pensión de invalidez, partiendo de la base de que tiene una enfermedad degenerativa?
2. Solución al problema jurídico 

2.1 Requisitos de la pensión de Invalidez- Ley 100 modificado por el artículo 1° de la Ley 860 de 2003
Los requisitos para la pensión de invalidez se encuentran contemplados en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, que exige al afiliado haber cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la estructuración de su estado de invalidez, que debe ser del 50% o superior.
2.2. Requisitos pensión de invalidez - enfermedades crónicas, progresivas o congénitas
Frente a la acreditación de la densidad de cotizaciones- 50 septenarios-, la SCL de la CSJ (SL16374-2015, SL9203-2017, SL11229-2017 y recientemente en la SL1256-2023), ha sido consistente en señalar que debe cumplirse con anterioridad a la fecha de estructuración de la PCL.
Sin embargo, ha admitido la tesis expuesta por su homóloga Constitucional en la sentencia SU-588/2016, consistente en que una vez la administradora pensional verifica la existencia de una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, además de acreditarse la presencia de una densidad notoria de aportes pensionales fruto de la capacidad laboral residual, sin el propósito de defraudar al sistema general de pensiones, entonces pueden tenerse en cuenta las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración y por ello, la fecha a partir de la cual se realizará el conteo de las semanas requeridas podrá ser: (i) calificación de la invalidez, (ii) la última cotización efectuada o (iii) de la solicitud del reconocimiento pensional, todo ello para verificar el cumplimiento de la densidad de cotizaciones que demanda el artículo 1º de la Ley 860/2003
. 

Conviene precisar que, tratándose de enfermedades congénitas, la jurisprudencia no habilita la modificación del día de edificación de la minusvalía que haya sido definido por la autoridad médica competente. Tan sólo se le permite al funcionario judicial efectuar un análisis específico teniendo en cuenta las particularidades del caso concreto, con el fin de determinar el momento desde el cual deberá realizarse el conteo de las semanas legalmente exigidas
. En tal sentido, la citada Corporación precisó:
“Debe advertirse que lo anterior no implica que sea válido alterar la fecha de estructuración de invalidez que hayan definido las autoridades médicas competentes, sin razón justificativa alguna o sin medio probatorio que así lo permita. De lo que se trata, es de llevar a cabo un análisis que incluye el supuesto fáctico que regula la normativa aplicable al asunto, a fin de determinar el momento desde el cual deberá realizarse el conteo de las semanas legalmente exigidas.”
3. Fundamento fáctico 
3.1. Invalidez producto de enfermedades congénitas, crónicas o degenerativas
Como ya se mencionó atrás, el recurso de alzada formulado por la parte demandada no censuró el numeral 1° de la sentencia de instancia, que determinó que la fecha de estructuración de la invalidez de Ana Cristina Corrales Puerta fue el día 1° de diciembre de 2018, pues si bien al iniciar la sustentación del reproche señaló que impugnaba la decisión en lo que fuere desfavorable a los intereses de su representada, ningún argumento ofreció para debatir tal determinación. 
Sin embargo, dado que de los razonamientos indicados se advierte que su punto de partida siempre es la certeza que la estructuración de la enfermedad de la demandante fue en 1991, esto es, desde su nacimiento, dado que se trata de una afección congénita, en virtud del principio de caridad, se superarán las falencias argumentativas de la censura en pro de encontrar el verdadero sentido del recurso, con el único fin de dar efectividad al derecho material. 
Dicho lo anterior, se procede entonces a resolver la apelación formulada por la parte demandada respecto a que, objetivamente, la actora no cumple con la densidad de 50 semanas cotizadas durante los últimos 3 años anteriores a la edificación de su disminución, esto es, 1991, como quiera que siempre estuvo incapacitada para prestar servicios o tener una relación de trabajo a partir del momento de su nacimiento, dado que las patologías que la aquejan tienen carácter congénito, por lo que las cotizaciones efectuadas no lo fue en uso de su capacidad residual.

Descendiendo en el primero punto de la censura, advierte la Sala que la jueza de instancia, acudiendo al marco jurisprudencial relacionado con las enfermedades congénitas, modificó la fecha de estructuración de la enfermedad de la demandante, advirtiendo que si bien su enfermedad era de tal carácter y por tanto se presentó desde su nacimiento, no fue limitante para su inserción laboral y la estructuración de su invalidez se dio únicamente a partir de las complicaciones de salud relacionadas con agudeza visual y diabetes mellitus que empezó a padecer en el año 2017 y que generaron el deterioro significativo de su integridad, al punto que le impidieron seguir ejerciendo sus actividades en el sector de la confección, como operaria de máquina plana.
Si bien tal conclusión es acertada conforme el material probatorio que obra en el expediente, pues del resumen de su historial clínico en las valoraciones de su capacidad laboral se observa que tiene la condición de sordomuda desde el nacimiento y que no obstante, se capacitó y laboró en el sector de la confección por un periodo aproximado de 6 años, en estos casos de enfermedades congénitas la jurisprudencia no habilita la modificación del día de edificación de la minusvalía
, únicamente autoriza al juez para que tome un hito final diferente a efectos del conteo de las 50 semanas exigidas en los tres años anteriores, dado que resulta inadecuado no permitirle la contabilización de los periodos cotizados con posterioridad a la fecha de estructuración de su estado de invalidez, dadas las condiciones particulares que se presentan en este tipo de afecciones médicas
. 
Eso sí, dado que el tema fue tratado como enfermedad congénita, no se hacía necesaria la modificación de la data de edificación de la disminución de la capacidad obrera, pues únicamente se requería acreditar el carácter residual de su capacidad de manera posterior al 04 de enero de 1991, a fin de tener en cuenta un punto de partida diferente a efectos de contabilizar el periodo cotizado en los tres años anteriores, que bien puede ser a partir de la fecha de calificación de su estado, la de la reclamación administrativa o aquella de la última cotización realizada
. 
Bien. No fue objeto de reproche que la demandante Ana Cristina Corrales Puerta tiene una PCL del 57,81% y que padece una enfermedad congénita en tanto es sordomuda desde su nacimiento.
Lo anterior es suficiente para dar rienda suelta a la tesis de la Corte Constitucional para la modificación del hito inicial de despunte para la contabilización de las semanas requeridas para acceder al beneficio de la pensión de invalidez, que en modo alguno significa cambiar la fecha de estructuración de la PCL, como erradamente lo dijo la a quo, en la motivación de su sentencia.
En lo relacionado con las condiciones médicas de la demandante, el desarrollo de su enfermedad y el deterioro posterior de su estado de salud, como bien lo indicó la a quo, en juicio se acreditó que la condición especial de salud que presenta la demandante desde su nacimiento, esto es, hipoacusia neurosensorial bilateral, en nada impidió su capacitación y menos aún su inserción al mercado laboral, por lo menos desde el año 2011 hasta el año 2017, cuando su condición de salud se agravó por otras enfermedades como la diabetes y la pérdida visual.
Lo anterior, conforme se puede evidenciar en el resumen de historias clínicas que reposan en las calificaciones emitidas, de las que se advierte que es a partir del año 2017 en que se presentan anotaciones clínicas relacionadas con disminución de la agudeza visual y diabetes mellitus (páginas 23, 27, 28 y 37 archivo 004, c1), patologías que ocasionaron su imposibilidad para trabajar, pues hasta el año 2017, a pesar de su condición de sordomuda, la señora Corrales Puerta estuvo vinculada como trabajadora dependiente, desempeñándose como operaria de máquina plana y fue después de tal anualidad que, a raíz de los múltiples comas diabéticos sufridos y la consecuente disminución visual, no pudo continuar desarrollando su labor. 
Tal situación fue relatada por la testigo Puerta Ceballos, declaración de la que, por demás está decir, no fue objeto de tacha alguna. En todo caso, en igual sentido fue la versión de la demandante que, analizada integralmente con los demás medios de prueba obrantes en el expediente, aporta credibilidad a esta Sala. 
En lo que tiene que ver con la capacidad laboral residual que dio origen a dichas cotizaciones, téngase en cuenta que auscultada la historia laboral de la solicitante, se observa que el día 03/08/2011 se afilió al extinto BBVA Horizonte, hoy Porvenir S.A., como trabajadora dependiente de Co & Tex S.A.S, empresa dedicada a las manufacturas (página 61 archivo 010, c1) en virtud de lo cual se le efectuaron aportes al sistema de manera continua e ininterrumpida desde el 03/08/2011 hasta el 27/07/2017 (página 65 a 69 archivo 010, c1). 
Como prueba de tal vínculo laboral reposa también la certificación expedida por el empleador el 24 de febrero de 2021, que da cuenta que Ana Cristina Corrales Puerta se desempeñó desde el 03 de agosto de 2011 hasta el 02 de junio de 2017 como Operaria de máquina plana y del 03 de junio de 2017 hasta el 27 de julio de 2017 se dedicó a la revisión de camisas (pág. 64 archivo 004, c1). 
En ese orden, conviene precisar entonces que tales aportes fueron efectuados en virtud de una relación subordinada, sin que se evidencie un fraude al sistema, pues la documental antes indicada tiene la entidad probatoria suficiente para dar prueba de tal hecho, sin haber sido objeto de tacha por el fondo demandado. Además, que la progenitora de la demandante en su declaración también es incisiva en señalar que su hija se capacitó como Operaria de Máquina Plana en el SENA y fue a través de esta que se vinculó con la empresa Co & Tex S.A.S, en donde laboró desde el año 2011 hasta el 2017, cuando su situación de salud se complicó.
En todo caso, tal situación también guarda congruencia con el relato de la demandante, a quien, si bien no le está permitido fabricar su propia prueba, sus dichos sí permiten dar un contexto de lo ocurrido y analizando de manera integral el recaudo probatorio, no se advierten inconsistencias que puedan restar credibilidad a su narración. 
Ahora bien, para el interregno de noviembre de 2017 a abril de 2018 se reflejan cotizaciones efectuadas por Comfamiliar Risaralda; situación que se explica con la constancia expedida por la Agencia de Empleo y Protección al Cesante de la citada Caja de Compensación, que da cuenta que la demandante recibió los beneficios del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante FOSFEC, por un periodo de 6 meses (página 63 archivo 004, c1). Esta circunstancia resulta apenas lógica si se tiene en cuenta que la demandante estuvo afiliada por un periodo de 6 años aproximadamente a la Caja de Compensación y el empleador le expidió certificación de terminación de contrato con el fin de acceder al beneficio de protección al cesante (página 65 archivo 004, c1). 
Al respecto debe precisarse que no le asiste razón al recurrente cuando pone en duda este periodo bajo el argumento que la demandante señaló, en su interrogatorio, no haber trabajado al servicio de tal entidad, pues la prueba documental es contundente en explicar la razón por la cual se efectuaron estas cotizaciones bajo tal razón social. 

Finalmente, para el lapso del 17/04/2022 al 31/05/2022 se evidencian aportes efectuadas por Confemart S.A.S, sin que haya otra prueba documental que las respalde. Eso sí, en la versión rendida por la demandante explicó que después de sus crisis de salud padecidas en el año 2017, posteriormente intentó engancharse nuevamente al mercado laboral, en otra fábrica, pero que no le fue posible continuar y se tuvo que retirar. En igual sentido, la declarante Gloria Patricia Puerta Ceballos indicó que, mientras ella estaba en Argentina, tuvo conocimiento que su hija intentó volver a trabajar en una fábrica en el centro, pero que a los pocos días se tuvo que retirar. Con lo anterior queda desvirtuada la queja del censor al señalar que no existía razón para que la demandante al rendir el interrogatorio no recordara esta vinculación. 
En tales condiciones, es evidente que para la fecha en que la demandante fue calificada en primero oportunidad, esto es, 1° de diciembre de 2018, su capacidad residual se había visto totalmente disminuida, al punto que no logró continuar laborando desde el 2017, pues si bien intentó reinsertarse a la vida laboral en el año 2022 y en ese sentido, se le efectuaron aportes por 1 mes y medio aproximadamente, tal esfuerzo fue infructuoso dadas las condiciones médicas en que se encontraba por lo que es posible optar por la primera referida data a efectos de realizar el conteo de los septenarios exigidos por la norma. 
Así las cosas, se tiene acreditado que la actora cotizó un total de 112,285 semanas en el periodo comprendido entre el 1° de diciembre de 2015 al 1° de diciembre de 2018, número suficiente para acceder al reconocimiento pensional pretendido, a partir de la mencionada calenda, como lo reconoció la juez de instancia, data que coincide con la fecha en que se emitió el dictamen, uno de los puntos de partida establecidos por la jurisprudencia para la contabilización de la cantidad de septenarios exigidos para el reconocimiento pensional por invalidez, tratándose de personas que padecen de enfermedades congénitas.  
Conviene señalar que tratándose de una enfermedad congénita o aquella que se estructura desde el nacimiento, ha considerado la jurisprudencia que constituye un caso excepcionalísimo que da lugar a que el punto de partida para la verificación del número de semanas no sea necesariamente aquél señalado por el art. 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el art. 1° de la Ley 860 de 2003, esto es, el día de estructuración de la enfermedad, pues tal situación desconoce abiertamente las circunstancias especiales de esta población, que por demás está decir, se trata de sujetos de especial protección constitucional y constituye justamente la vulneración de sus derechos fundamentales, en tanto se les estaría imponiendo condiciones imposibles de cumplir; situación que fue justamente la analizada por la Corte Constitucional y dio lugar a las directrices establecidas en la Sentencia SU-588 de 2016, a fin de evitar tales tratos discriminatorios.
Por lo antes señalado, se despacha desfavorablemente la tesis que propone el recurrente.
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se modificará únicamente el numeral 4° de la sentencia recurrida para actualizar el valor del retroactivo al mes anterior al que se profiere esta providencia, se dejará incólume el numeral 1° y se confirmará en lo demás. 
Costas en esta instancia a cargo de Porvenir S.A. al no salir avante la alzada -art.365 C.G.P.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: DEJAR INCÓLUME el numeral 1° de la sentencia proferida el 09 de agosto del 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Cristina Corrales Puerta contra Porvenir S.A. 
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral 4° de la sentencia proferida el 09 de agosto del 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Cristina Corrales Puerta contra Porvenir S.A, únicamente en el sentido de indicar que el valor del retroactivo causado al mes anterior al que se profiere esta providencia (febrero-2025), asciende a la suma de $ 79.466.904.
TERCERO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia proferida el 09 de agosto del 2024 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Cristina Corrales Puerta contra Porvenir S.A.
CUARTO: CONDENAR en costas en esta instancia a la parte vencida Porvenir S.A. en favor de la demandante, por lo expuesto en la parte motiva. 
Notificación por estado.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                                                   Magistrada ponente
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
     Magistrada                                                   
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